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Acta No. 613 de noviembre 23 del 2009. 





Expediente 66001-22-13-001-2009-00120-00





Se resuelve la acción de tutela promovida por JOHN JAIRO GALVIS BETANCUR en contra del JUZGADO DE FAMILIA DE DOSQUEBRADAS, RISARALDA, y a la que fue vinculada la señora GLORIA EDITH DUQUE CEBALLOS, representante legal de la menor LIZETH GALVIS DUQUE.





I. ANTECEDENTES:

Pretende el actor que se le tutele el derecho al debido proceso que considera vulnerado por razón de hechos y omisiones en que ha incurrido el Juzgado arriba citado.





Explica que ante dicho despacho, la señora GLORIA EDITH DUQUE CEBALLOS inició en su contra proceso de alimentos con el fin de obtener fijación de la cuota alimentaria en favor de sus dos hijas en proporción a un 50% del salario que devenga. 
Luego de narrar lo acontecido en el expediente y de criticar la valoración que realizó el juez a-quo de la prueba documental, concluye que “el fallo objeto de tutela, es un fallo arbitrario, ambiguo, incoherente, y pretencioso, arbitrario por que (sic) el mismo solo es consecuencia de las presunciones del señor juez y no fruto de la valoración del material probatorio, ambiguo por que (sic) como se observa en las consideraciones del fallo, el mismo goza de confusión sobre mi cumplimiento de la cuota alimentaria es decir (sic) cumplo y no cumplo, incoherente porque analiza una cosa y concluye con otra, pretenciosa (sic) ya que no estoy en la capacidad económica para sufragar esta cuota tan alta”, (...).   

Finalmente, trae apartes de una jurisprudencia sin identificarla y transcribe artículos del C.P.C. y el 22 de la ley 446 de 1998. 




Pide, entonces, se ampare el derecho invocado y, consecuentemente, se deje “sin valor ni efectos la sentencia del 24 de agosto de 2009 (sic) proferida por el juez de familia de Dosquebradas en el proceso de cuota de alimentos y en su lugar se ordene a dictar (sic) otra sentencia ajustada a derecho, valorando en debida forma todas y cada una de las pruebas allegadas al proceso de conformidad con el art 187 del CPC”. Además, solicita que se impongan y tasen las multas correspondientes a la temeridad de la demanda, por haber alegado la demandante hechos contrarios a la realidad. 




A la tutela se le dio el trámite de ley, con la vinculación de la parte demandante en el proceso de alimentos, quien guardó silencio. Intervino el juzgado accionado a través de su titular, quien allegó el proceso que se tramitó en su Despacho y pide que se desestimen las pretensiones, ya que de su actuación “no luce ni aflora” violación al debido proceso del accionante.  
Es bueno aclarar que no se tendrá como prueba la grabación que hiciera el accionante y allegada a esta acción
 porque, como lo expresó el juez de instancia, no se ajustó a los requisitos legales (artículo 147 del Código del Menor). Por tanto, sin necesidad de la práctica de otras pruebas distintas a las documentales que obran en el plenario y a la inspección judicial que se le realizó al expediente, se pasa a resolver la acción de tutela previas las siguientes,

II.  CONSIDERACIONES DE LA SALA:

El derecho fundamental que el actor considera vulnerado o amenazado es el del debido proceso, amparado por el artículo 29 de la Constitución Nacional.

Para la Sala no le asiste razón al tutelante pues no se puede perder de vista que el proceso de conocimiento (alimentos), que acusa de ilegal el peticionario, se tramitó conforme a derecho y la decisión de fondo en él tomada, aunque discutible, no puede decirse que obedeció al mero capricho o veleidad del juzgador.

En efecto, el juez a-quo le dio al proceso el trámite que la ley ordena para estos casos y después de analizar el material probatorio que obra en autos encontró viable acceder a la pretensión alimentaria en contra del aquí accionante, en la cuota señalada, sin que esto constituya una vía de hecho, supuesto que la posibilidad de adelantar acción de tutela contra un fallo judicial es excepcional, tal como lo precisó la Honorable Corte Constitucional en su sentencia C-543 del 1º de octubre de 1992, en la que se señalan los eventos específicos para que ello sea procedente, los mismos que aquí, sin lugar a dudas, no concurren.

Y mucho menos se puede hablar en el presente caso de una vía de hecho por defecto fáctico, ya que ésta se presenta cuando i) existen fallas graves sobre la valoración probatoria y ii) cuando la prueba que se deja de analizar tiene el peso suficiente para modificar la decisión, circunstancias que no ocurren en el caso en estudio pues, como se dijo, el juez de instancia observó los aspectos probatorios y sustanciales pertinentes al caso para con base en ellos definir el asunto como lo hizo.

Al respecto la Corte Constitucional en reiteradas ocasiones ha dicho:

“En múltiples oportunidades, la Corte Constitucional ha manifestado que la acción de tutela sólo procede respecto de valoraciones probatorias realizadas por los jueces, cuando la misma aparece de una manera manifiestamente irrazonable y ostensible. Así mismo, la valoración debe tener una incidencia directa en la decisión, pues el juez de tutela no puede convertirse en una instancia revisora de la actividad de evaluación probatoria del juez que ordinariamente conoce de un asunto, según las reglas generales de competencia. Lo contrario desconocería el carácter subsidiario del amparo e invadiría la órbita de la competencia y la autonomía de que son titulares las otras jurisdicciones”
.
.”Es posible concluir que para que se produzca una vía de hecho por error fáctico, (i) debe tratarse de errores manifiestos u ostensibles de valoración y, además, (ii) dicha prueba debe tener la capacidad inequívoca de modificar el sentido del fallo
”.
Así las cosas, se tiene que no se encuentra ninguna amenaza por vía de hecho, pues la sentencia objeto de la presente acción estuvo ajustada a derecho, sin que le sea dable al juez de tutela aceptar que se haga uso de esta vía, a manera de una nueva instancia, con el objeto de controvertir decisiones dictadas por el juez accionado y mucho menos aspectos probatorios como lo hace el actor, porque como en repetidas ocasiones se ha dicho:

“Cuando la labor interpretativa realizada por el juez se encuentra debidamente sustentada y razonada, no es susceptible de ser cuestionada, ni menos aún de ser calificada como una vía de hecho, y por lo tanto, cuando su decisión sea impugnada porque una de las partes no comparte la interpretación por él efectuada a través del mecanismo extraordinario y excepcional de la tutela, ésta será improcedente
.” 

Además, no se observa vulneración alguna con la condena a que fue sometido el señor JOHN JAIRO GALVIS BETANCUR para el pago de una cuota alimentaria ya que, contrario a lo alegado por él, no se detalla que dicha decisión vaya en contravía de su derecho al debido proceso puesto que se basó en el material probatorio que obra en autos y, como se dijo, no es pertinente por esta vía constitucional entrar a debatir los razonamientos dados por el funcionario judicial en sus decisiones.
No sobra recordar, por último, que la sentencia de alimentos atacada no goza del carácter de cosa juzgada puesto que en cualquier momento la persona a quien se le imponga dicha carga puede solicitar su revisión
, lo que facilita una nueva vía judicial del actor que, en caso de inconformidad con la cuota asignada, puede utilizar la vía judicial ordinaria, hecho que hace mucho más improcedente la presente acción.






Tampoco es viable que se impongan y tasen multas por temeridad como lo pide el tutelante, en razón a que ese no es el objeto de esta acción constitucional.
Visto, entonces, que en este asunto no está comprometido ningún derecho fundamental, será negada la tutela; así se declarará y se harán los demás ordenamientos pertinentes.





En mérito de lo expuesto el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Civil-Familia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,





RESUELVE:





1º) SE NIEGA la acción de tutela impetrada por JOHN JAIRO GALVIS BETANCUR en contra del JUZGADO DE FAMILIA DE DOSQUEBRADAS, RISARALDA, y a la que fue vinculada GLORIA EDITH DUQUE CEBALLOS, representante legal de la menor LIZETH GALVIS DUQUE.




2º) Notifíquese esta decisión a las partes por el medio más expedito posible (artículo 5º, Decreto 306 de 1992).





3º) De no ser impugnada esta providencia, remítase el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.





COPIESE Y NOTIFIQUESE:





Los Magistrados,





Gonzalo Flórez Moreno

Jaime Alberto Saraza Naranjo    Fernán Camilo Valencia López
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